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DIP. DULCE MARÍA SAURI RIANCHO 

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 

CONGRESO DE LA UNIÓN.  

P R E S E N T E. 

 

Las C.C. Diputadas Ma del Pilar Ortega Martínez, Dulce María Sauri Riancho, Laura 

Angélica Rojas Hernández, María Wendy Briceño Zuloaga, Silvia Lorena 

Villavicencio Ayala, Mariana Dunyaska García Rojas, Mariana Rodríguez Mier y 

Terán, Ana Ruth García Grande, Verónica Juárez Piña, Marco Antonio Gómez 

Alcantar, Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina, María Elizabeth Díaz García, 

Beatriz Rojas Martínez, Verónica María Sobrado Rodríguez, Clementina Marta 

Dekker Gómez, Ma. Guadalupe Almaguer Prado, Aleida Alavez Ruiz, Martha 

Angélica Tagle Martínez y Lourdes Erika Sánchez Martínez, así como los 

Coordinadores y Coordinadoras de los Grupos Parlamentarios, integrantes de la 

LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 72, inciso h), y 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6º., numeral 1, fracción I, 

y 77, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a 

consideración de esta soberanía la Iniciativa con PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, al 

tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Los feminicidios son uno de los fenómenos delictivos más graves para la sociedad 

mexicana; se trata de la expresión más exacerbada de la violencia de género. Las 

noticias cotidianas acerca de los feminicidios dan cuenta de una profunda crisis 

nacional que requiere, de parte de las autoridades, respuestas prontas y soluciones 

eficaces en beneficio de las mujeres mexicanas. 

 

El primer trimestre del 2020, fue uno de los más violentos del país, ya que se 

observó un incremento histórico del delito feminicidio. Las cifras demuestran que los 

Estados en los que se reportó una alta incidencia de este delito son Estado de 
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México, Veracruz, Ciudad de México, Nuevo León, Jalisco y Puebla, Baja California, 

Morelos, Oaxaca, Coahuila, San Luis Potosí y Sonora.1 

 

 
Fuente: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

(SESNSP).  

 

Por otro lado, el número de mujeres víctimas de homicidio doloso continúa a la alza. 

Según cifras del SESNSP, entre los meses de enero y noviembre del 2020, se 

registró una tasa nacional de 3.9 homicidios dolosos contra mujeres. Sobre este 

respecto, destacan los estados de Colima con una tasa de 19.8 casos, Baja 

California con 12.6 y Chihuahua con una tasa 12.6.2 

 

Asimismo, a finales de 2020, se reportaron un total de 2,567 homicidios dolosos 

contra mujeres. Sin embargo, el mes de abril fue el más critico en los últimos cinco 

años, puesto que registró un total de 265 casos, seguido del mes de enero con 258 

                                                      
1 “Información sobre violencia contra las mujeres”, Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguiridad, 16 de enero de 2020, Disponible en: 
https://drive.google.com/file/d/1IzlZK1O_yWfIz8FsNYzL_VcL69DJcAEX/view 
2 Íbid 

https://drive.google.com/file/d/1IzlZK1O_yWfIz8FsNYzL_VcL69DJcAEX/view
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casos, febrero con 257 casos, septiembre con 250 y octubre con al menos 238 

homicidios dolosos.3 

 
Fuente: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

(SESNSP).  

 

Lo anterior, no sólo evidencia un aumento desmesurado de actos violentos contra 

la mujer, sino que además, demuestra que aun en tiempos de confinamiento por 

pandemia, la violencia de género continúa siendo un peligro latente que acecha la 

vida y dignidad de miles de mujeres en el país.  De acuerdo a la Red Nacional de 

Refugios durante los meses de marzo, abril, mayo y junio, las llamadas y mensajes 

de apoyo relacionadas con violencia familiar y de género atendidas por la Red, 

incrementaron en 55%.4 

 

En este sentido, los datos del SESNSP detallan que durante la pandemia, al menos 

5 delitos contra la mujer han reflejado un incremento en contraste con el año 

anterior. En cuanto al delito de violencia de género, se observó un aumento del 26%; 

respecto a la violencia familiar, se apreció un aumento del 3%; en relación al 

feminicidio, se registró un aumento del 1%; respecto al homicidio doloso, se advirtió 

                                                      
3 Íbid 
4 “Confinamiento, incertidumbre y situación económica disparan violencia familiar, señala estudio del 
IBD”, Coordinación de Comunicación Social del Senado de la República, 27 de junio de 2020. 
Disponible en: http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/48468-
confinamiento-incertidumbre-y-situacion-economica-disparan-violencia-familiar-senala-estudio-del-
ibd.html  

http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/48468-confinamiento-incertidumbre-y-situacion-economica-disparan-violencia-familiar-senala-estudio-del-ibd.html
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/48468-confinamiento-incertidumbre-y-situacion-economica-disparan-violencia-familiar-senala-estudio-del-ibd.html
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/48468-confinamiento-incertidumbre-y-situacion-economica-disparan-violencia-familiar-senala-estudio-del-ibd.html
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un aumento del 1%, y referente a la trata de personas, se registró un aumento del 

10%.5 

 

 
Fuente: El Financiero con datos del SESNSP 

 

Por otro lado, conviene señalar que la impunidad ante los feminicidios y homicidios 

dolosos de mujeres alcanzaron niveles alarmantes. Según el informe de Impunidad 

Cerdo denominado "Impunidad en homicidio doloso y feminicidio: reporte 2020", el 

año pasado, los estados que presentaron el mayor número de asesinatos de 

mujeres no resueltos son Baja California Sur que obtuvo un 100% de impunidad, 

luego de presentar únicamente dos casos; seguido de Guerrero, con 93.8%; Jalisco, 

86.7%; Colima, 81.8%; y Quintana Roo, con 66.7%. 6 

 

Ante esta situación, diversos doctrinarios y especialistas en la materia destacan la 

importancia de promover una cultura de prevención por parte de las autoridades. 

Toda vez que la violencia de género y el feminicidio son contemplados como 

fenómenos delictivos de amplia dimensión, mismos que pueden ser presenciados 

en diversas áreas y espacios de desarrollo de la mujer.  

 

En este contexto, cabe destacar que de conformidad a cifras del INEGI, 66 de cada 

100 mujeres de 15 años y más, han experimentado al menos un acto de violencia 

                                                      
5 “Más feminicidios, más violencia: en 2020 crecen cinco delitos contra las mujeres”, David Saúl Vela, 
El Financiero, 26 de noviembre de 2020. Disponible 
en:https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/mas-feminicidios-mas-violencia-en-2020-crecen-
cinco-delitos-contra-las-mujeres 
6“ Más del 50 por ciento de feminicidios impunes en México: Impunidad Cero”, Carlos Vega, Milenio, 
10 de noviembre de 2020, Disponible en: https://www.milenio.com/policia/mas-de-la-mitad-de-
feminicidios-en-mexico-quedan-impunes  

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/mas-feminicidios-mas-violencia-en-2020-crecen-cinco-delitos-contra-las-mujeres
https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/mas-feminicidios-mas-violencia-en-2020-crecen-cinco-delitos-contra-las-mujeres
https://www.milenio.com/policia/mas-de-la-mitad-de-feminicidios-en-mexico-quedan-impunes
https://www.milenio.com/policia/mas-de-la-mitad-de-feminicidios-en-mexico-quedan-impunes
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de cualquier tipo, ya sea violencia emocional, física, sexual, económica, patrimonial 

o discriminación laboral. La cual, ha sido ejercida por diferentes agresores, sea la 

pareja, el esposo, novio o algún familiar. Por otra parte, la mitad de las mujeres 

(53.1%) sufrió violencia por parte de algún agresor distinto a la pareja en el trabajo, 

la escuela, algún lugar público, por compañeros de la escuela o del trabajo, 

maestros, autoridades o patrones, familiares, conocidos, o extraños en diferentes 

espacios.7 

 
Consideraciones generales de la propuesta. 

 

La presente propuesta toma como base la redacción del tipo penal del delito de 

feminicidio contenido en el artículo 325 del Código Penal Federal. A partir de las 

conclusiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso 

“Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela”8, que el Tipo Penal Homologado 

debe cumplir con los siguientes objetivos: 

 

 Permitir una adecuada calificación jurídica de los hechos, y 

                                                      
7 “Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la mujer (25 
De Noviembre)”, INEGI, Disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2019/Violencia2019_Nal.pdf 
8 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. 
Venezuela (Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia de 27 de agosto 
de 2014. Disponible en línea en: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_281_esp.pdf 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2019/Violencia2019_Nal.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_281_esp.pdf
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 Brindar elementos para conducir una investigación atendiendo al principio de 

debida diligencia, ejecutando en tiempo razonable todas las acciones 

necesarias para la determinación de la verdad y los hechos, identificando las 

responsabilidades correspondientes y derivando en la judicialización del 

evento. 

 

A su vez, como parte de los elementos fundamentales que todo tipo penal debe 

cumplir, se tienen presentes los siguientes elementos que debe satisfacer la 

propuesta de tipo penal: 

 

 Conducta delictiva, 

 Circunstancias que motivan razones de género, 

 Sanción, 

 Circunstancias agravantes, y 

 Relación y divergencia con otros delitos. 

 

Por último, se considera que la relevancia y la complejidad de la conducta punible 

justifican su tratamiento técnico como tipo penal autónomo. Esto implica que se 

encuentre contenido en un Capítulo especial, con una denominación específica que 

le distinga. Presentes tales consideraciones, a continuación se procede a realizar la 

exposición particular de las modificaciones sustanciales que se realizan a partir del 

tipo penal vigente en el Código Penal Federal (en adelante “tipo penal federal”). 

 

Consideraciones en cuanto a la conducta. 

 

En palabras de la investigadora del INACIPE, Mtra. Italy Ciani Sotomayor, la 

definición de la conducta delictiva establece la diferencia sustancial entre el tipo 

penal de feminicidio con el homicidio, pues mientras el segundo se actualiza 

únicamente con la privación de la vida, el tipo penal de feminicidio exige la 

investigación de las causas por las cuales se privó de la vida a la víctima. En ese 

sentido la estructura lógica para la actualización del tipo penal requiere, además de 

la privación de la vida de una mujer como conducta principal, la actualización de 

alguna circunstancia que implique dolo. 

 

Por ello, se estima que el verbo “concurrir” resulta apropiado para establecer la 

adición de ambos elementos objetivos sin obviar la intencionalidad que reviste la 

conducta, pues cualquier otro verbo similar podría interpretarse en el sentido que la 
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circunstancia que constituye una razón de género es resultado del caso fortuito o 

no es reprochable directamente al sujeto activo, con lo cual la responsabilidad no 

sería atribuible a quien la cometa. Dicha estructura lógica se encuentra presente en 

el tipo penal vigente en el artículo 325 del Código Penal Federal, por lo cual se 

estima pertinente dejarla subsistente para efectos de la construcción del tipo penal 

homologado 

 

No obstante, derivado del análisis de la redacción del artículo en comento, se 

concluyó que la alusión amplia a “razones de género” en la descripción de la 

conducta típica crea confusión, pues en algunos casos se ha considerado que es 

necesario actualizar más de dos circunstancias para que el tipo penal sea aplicable: 

 

“Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por 

razones de género. 

 

Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las 

siguientes circunstancias:”9 

 

Por ello, se propone particularizar la alusión a “una razón de género”, para 

esclarecer textualmente que el tipo penal se actualiza con sólo una de las 

circunstancias enlistadas en el tipo penal, para quedar de la siguiente forma: 

 

“Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por una 

razón de género. 

 

Se considera que existe una razón de género cuando concurra cualquiera 

de las siguientes circunstancias:” 

 

Una vez hecha la precisión acerca de la conducta delictiva, se procede a exponer 

las consideraciones particulares acerca de las modificaciones propuestas en cuanto 

a las circunstancias que constituyen razones de género. 

 

Consideraciones en cuanto a las circunstancias que constituyen razones de 

género 

 

Armonización de conceptos en términos del Código Penal Federal 

                                                      
9 Artículo 325 del Código Penal Federal. Énfasis añadido. 
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En primer término, se establece que las disposiciones relativas a los antecedentes 

de violencia y de amenazas, se circunscriban a los términos del Código (quedando 

abierta la posibilidad de que se sujeten a la tipificación de cada entidad federativa 

de tales delitos). Lo anterior, para efectos de brindar certeza jurídica y claridad 

conceptual a tales elementos en caso de querer aducirse por parte del Ministerio 

Público. 

 

1. Incorporación de los ámbitos comunitario y político como contextos 

de violencia previa 

 

Se considera que debe incorporarse el ámbito comunitario como contexto de 

violencia previa en contra de la mujer, para incluir las circunstancias especiales que 

se desarrollan en poblaciones regidas por sistemas normativos internos o “de usos 

y costumbres” en las entidades federativas. En una comprensión amplia del 

concepto de “comunidad”, en tal contexto quedan incorporados también los 

entornos vecinales. 

 

De acuerdo con el estudio “Violencia de Género contra Mujeres en Zonas Indígenas 

en México”, publicado por la Secretaría de Gobernación y la Comisión Nacional para 

Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, de las encuestas realizadas en 

distintas zonas indígenas del país, así como de la experiencia relatada por las 

organizaciones civiles que defienden y promueven los derechos de las mujeres 

indígenas, se han identificado una serie de obstáculos y prácticas que inhiben el 

acceso de las mujeres indígenas a la protección del Estado. La falta de seguridad, 

de mecanismos de protección de niñas y mujeres contra la violencia en sus hogares, 

en sus comunidades, en sus sitios de trabajo y su vida diaria, así como en los 

espacios sociales de sus comunidades, aparece como una problemática creciente 

en la percepción de las mujeres encuestadas.  

 

Así por ejemplo, en el análisis del “Primer diagnóstico nacional sobre violencias en 

contra de las mujeres y niñas indígenas”, publicado en 2016 por la Comisión 

Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas10, se indica que el promedio 

de la tasa de homicidio de mujeres del periodo 2001-2016 es mayor en regiones 

                                                      
10 Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, “Primer Diagnóstico Nacional 
sobre Violencias en contra de las Mujeres y Niñas Indígenas”. Disponible en línea: 
https://bit.ly/3kn7knK  

https://bit.ly/3kn7knK
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indígenas que no indígenas, si se consideran solamente los municipios que 

registraron al menos un homicidio durante el periodo de análisis. En el periodo 2001-

2016 fueron asesinadas 4,863 mujeres indígenas en condiciones en las que no se 

investigan dichos delitos mediante protocolos con perspectiva de género, y en 

muchas de la ocasiones ni siquiera llegan a investigarse por el alto grado de 

marginación de dichas comunidades.  

 

La tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas, además de tener una 

relación con variables de tipo económico, también la tiene con variables sociales de 

igualdad de género que se materializan en la pobre escolaridad y acceso a 

impartición de justicia. Por lo anterior, los homicidios de mujeres en comunidades 

indígenas deben explicarse a la luz de otros contextos aparte del recrudecimiento 

de la violencia en el país y, sobre todo, desde el enfoque del incremento de la 

violencia de género. 

 

Se considera que históricamente en diversas comunidades indígenas se ha 

impuesto la idea de que las mujeres son moneda de cambio, y en donde el asesinato 

de mujeres puede ser ocultado o defendido si la mujer incumple los mandatos de 

género relacionados con algunas tradiciones basadas en el control y dominio 

masculinos. Al respecto, Pierre Bourdieu señala que esto es “legitimado por el 

sistema de valores y creencias vigente en tiempo y espacio concretos a través de 

expresiones simbólicas de la misma”11. De esta manera, la consecuencia más 

inmediata es la subordinación de las mujeres: 

 

“Esa violencia hacia las mujeres y los feminicidios estarían jugando como un 

dispositivo de poder masculino para restablecer o mantener, simultáneamente 

tanto en lo individual como en lo colectivo, las posiciones de dominio varonil. 

Además, la violencia funciona como un instrumento de control para contener 

el cambio, las transgresiones de las mujeres a los tradicionales regímenes de 

género”12 

 

                                                      
11 Adriana Paola Palacios Luna, “(Ab)usos y costumbres: mujeres indígenas confrontando la 
violencia de género y resignificando el poder”, Amerika, número 16, 2017. Disponible en línea: 
https://bit.ly/2F47tfJ  
12 Teresa Incháustegui Romero, “Sociología y política del feminicidio; algunas claves interpretativas 
a partir de caso mexicano”, Revista Sociedade e Estado, vol. 29, no.2, 2014. Disponible en: 
https://bit.ly/2Pxg9gr  

https://bit.ly/2F47tfJ
https://bit.ly/2Pxg9gr
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Aunque conceptos como el honor, el prestigio o la reputación tienen una eminente 

naturaleza moral, su defensa suele realizarse precisamente mediante mecanismos 

de control, incluido el ejercicio de la violencia, con el fin de hacer valer una 

superioridad masculina. Esta problemática ha sido observada por organismos de 

protección de derechos humanos nacionales e internacionales, que han identificado 

que los sistemas normativos internos de las comunidades originarias pueden llegar 

a justificar o tolerar dichos mecanismos de control en contra de las mujeres que, en 

última instancia, constituyen delitos y una violación a su derecho a una vida libre de 

violencia. 

 

En nuestro sistema jurídico y, particularmente en los contextos antes descritos, 

persisten normas discriminatorias que hacen nugatorio el ejercicio de los derechos 

humanos de las mujeres a la igualdad y a una vida libre de violencia. Dichas normas 

pueden contenerse en sistemas de derecho positivo o incluso en normas de derecho 

comunitario, por lo que resulta fundamental avanzar progresivamente no solo en la 

derogación de dichas normas, sino en la persecución y sanción efectiva de 

conductas que constituyen tipos de violencia feminicida que pretenden justificarse 

en contextos comunitarios. 

 

Por otra parte, se retoma la observación de UNODC acerca de la importancia de 

recuperar el ámbito de la violencia política, incorporado ya en el tipo penal del 

Estado de Oaxaca, como un contexto de violencia previa. 

 

2. Incorporación de los ámbitos laboral o docente como espacios de 

relación previa entre el sujeto activo y la víctima. 

 

De la información obtenida en las consultas, se advierte que en los espacios laboral 

y escolar se suscitan relaciones entre sujetos activos y víctimas que han culminado 

en agresiones o transgresión de la integridad o la vida de las mujeres. Estos datos 

de prueba constituyen información importante para establecer las causas por las 

cuales se privó de la vida a la mujer, por lo cual se considera indispensable su 

incorporación. 

 

A partir del reconocimiento de los nuevos ámbitos que implican contextos de 

violencia o relación previa con relación a la víctima, se propone la siguiente 

redacción para la tercera fracción: 
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“Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito 

familiar, laboral, comunitario, político o escolar, del sujeto activo en 

contra de la víctima;” 

 

3. Consideración del feminicidio infantil y la violencia en el ámbito 

familiar 

 

Esta propuesta parte de la consideración que las mujeres no son un grupo 

homogéneo, por lo cual la violencia de género les afecta de diferentes maneras. 

Además de la condición sexual y de género, existen diferencias económicas, 

culturales, raciales y etarias, entre otras, que radicalizan la violencia e injusticia 

social. Esta condición se identifica como interseccionalidad de discriminaciones de 

género. 

 

El Grupo de Diarios de América (GDA), en 2019 publicó un artículo denominado 

“Pequeñas Inocentes: el peligro de ser niña en América Latina”13, en el cual se 

comparó la violencia infantil feminicida de 2013-2018 en 7 países de 

latinoamericanos14, como se muestra en el Gráfico 1. Los datos se obtuvieron a 

través de solicitudes de información a las Procuradurías o Fiscalías Estatales, 

revelando un total de 614 menores de edad (0 a 17 años) asesinadas por razones 

de género. De los 89 casos sucedidos en México según el mencionado reportaje, 

sólo 8 casos habían sido condenados. Por otro lado, el Secretariado Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, en su “Información sobre la violencia contra 

las mujeres”, registró, de 2015 a 2018, 194 feminicidios de niñas y adolescentes y 

671 homicidios dolosos. 

 

Un dato significativo y homologado en todos estos países es la falta de estadísticas 

firmes y actualizadas, además de un contexto de desigualdad económica y de 

impunidad contra las menores de edad. El delito no siempre es identificado como 

tal cuando se trata de menores de edad, pues muchas veces los casos se tipifican 

como homicidio calificado en razón del parentesco, un problema recurrente 

particularmente en las entidades federativas, donde frecuentemente se imputa por 

este delito y no por feminicidio. 

                                                      
13 Daniela Guazo y Montserrat Peralta, “Pequeñas Inocentes: el peligro de ser niña en América 
Latina”, El Universal, Sec. Mundo, 1 de febrero de 2019. 
14 El Salvador ocupó el primer lugar -con 157 casos-; Argentina el segundo -con 140 casos-, y México 
el tercer lugar -con 89 casos-. Los tres primeros países están seguidos de Brasil, Perú, Costa Rica 
y Colombia. 
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De un estudio realizado por ONU-Mujeres, en 2018, sobre violencia y feminicidio en 

niñas y adolescentes, se deduce que a medida que menor es el grupo etario al que 

pertenecen (5 a 10 años), el ámbito dentro del cual se desarrolla este tipo de delito 

es en el ámbito privado. Es decir, su perpetrador se encuentra dentro de su círculo 

más cercano, y regularmente personas de ese mismo círculo son las encargadas 

de denunciarlos. Mientras más crecen, sus factores de riesgo aumentan fuera de la 

familia.  

 

 
Gráfico 1. Fuente: El Universal, 2019. 

 

Por otra parte, en cuanto al ámbito familiar en general, se considera que el 43.9% 

de las mujeres en México han enfrentado agresiones a lo largo de sus relaciones 

afectivas o de pareja, por parte de su esposo, pareja actual o última pareja. Pero el 

porcentaje de violencia hacia las mujeres aumenta en un 48% cuando estas se 

unieron a sus parejas antes de los 18 años15. 

 

                                                      
15 Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI). Comunicado de prensa núm. 592/19, 29 de 
noviembre de 2019. 
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Por su parte, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, en su 

informe del 2017, asegura que el 58% de los feminicidios fueron realizados por 

personas cercanas a la víctima, y más de la mitad de las víctimas son agredidas por 

sus familiares16, sin que en un gran número de casos existiera registro de 

antecedentes de violencia. Lo anterior, debido a que las mujeres no presentaron 

denuncias por el miedo suscitado al estar inmersas en una dinámica normalizada 

de violencia. 

 

Con base en estas consideraciones, se establece que la privación de la vida de una 

mujer no puede calificarse en relación con la existencia de denuncias previas, pues 

como señalan distintos reportes, existe una cifra oculta en la que un gran porcentaje 

de mujeres no denuncia. Tal como señaló Nadine Gasman, Presidenta del Instituto 

Nacional de las Mujeres: 

 

 91% de las mujeres no denuncia los actos de violencia de género 

 34% de las mujeres piensa que la violencia de género no afecta a su salud 

 68% de las mujeres no dio importancia a los actos de violencia 

 19% no denunció por miedo a las consecuencias 

 14% no denuncia por vergüenza 

 9% no sabía donde denunciar 

 11% pensó que no le iban a creer 

 

No se omite mencionar que la escasez de denuncias de hechos delictivos también 

está relacionada con el alto índice de impunidad; la baja credibilidad y confianza en 

las instituciones de impartición de justicia. Pero en el caso específico de la denuncia 

de delitos relacionados con la violencia de género, se debe también a que social y 

culturalmente un gran número de mujeres consideran que la violencia hacia ellas 

sigue siendo un tema de la vida privada, del espacio de la intimidad en donde el 

Estado no tiene acceso, así como a los estereotipos y roles de género que indican 

que los hombres tienen derecho a controlar y a decidir sobre las vidas de las 

mujeres. 

 

                                                      
16 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, “Home, the most dangerous place for 
women, with majority of female homicide victims worldwide killed by partners or family, UNODC study 
says. Disponible en línea en: https://bit.ly/3kr9iU0  

https://bit.ly/3kr9iU0
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Por estas razones se deben reconocer las circunstancias relacionadas a la edad de 

la víctima menor de edad y se propone incorporarlo en la cuarta fracción de la 

siguiente forma: 

 

“Haya existido entre el sujeto activo y la víctima parentesco por 

consanguinidad o afinidad o una relación sentimental, afectiva, laboral, 

docente, de confianza o alguna otra que evidencia desigualdad o abuso de 

poder entre el agresor y la víctima;” 

 

4. Reconocimiento de las amenazas indirectas 

 

Con base en la evidencia disponible, se concluye que en ocasiones las amenazas 

no se realizan directamente hacia la víctima, sino que, como ha quedado expuesto 

en investigaciones de casos concretos, se realizan hacia personas del entorno 

cercano de la víctima. La consideración que las amenazas puedan realizarse de 

forma directa o indirecta abre la posibilidad que el Ministerio Público sustente como 

evidencias las amenazas a la integridad de la víctima hechas a personas de su 

entorno inmediato. 

 

5. Conductas con respecto al cadáver de la víctima 

 

En el estudio de UNODC se retoma la tesis de Rita Segato, quien en una 

investigación de agresiones sexuales en Brasilia arribó a la conclusión de que la 

exposición del cadáver refiere la instrumentalización de la víctima, en tanto es un 

vehículo para obtener y aprobar el estatus de la masculinidad entre pares. Sin 

embargo, las conductas “exponer” o “exhibir” el cadáver en un lugar público, se 

complementan con las conductas “depositar” y “arrojar”, contempladas en tipos 

penales de 13 y 20 estados, respectivamente. 

 

Se distingue que “depositar” significa: poner, dejar, colocar en un sitio determinado, 

mientras que “arrojar” significa: impeler con violencia algo o echarlo. Estos 

conceptos son fundamentalmente distintos de los ya previstos en el Código Penal, 

pues que el cuerpo sea “arrojado” o “depositado” no implica necesariamente que se 

encuentre a la vista de cualquier persona de manera inmediata, lo que permite 

aplicar la circunstancia a las situaciones en que se arroja el cuerpo dentro de bolsas 

junto con la basura con la intención de desaparecer el cadáver o dar signos de 

degradación o menosprecio. 

 



 

15 de 31 

Se valoró la posibilidad de incorporar la circunstancia relativa al abandono. No 

obstante, se concluyó que no se trata de una cuestión de género, aduciendo como 

ejemplo recurrente el caso de las mujeres que son asesinadas en el contexto de la 

delincuencia organizada, cuyas causas de la privación de la vida no están 

relacionadas con razones de género, sino con otras motivaciones. 

 

6. Incorporación del entorno de prostitución o explotación sexual de la 

víctima como circunstancia que actualiza una razón de género 

 

De acuerdo con las estimaciones más recientes de la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT), a nivel mundial alrededor de 40.3 millones de personas se 

encontraban sujetas a alguna forma de explotación, trabajo forzoso o trata, hasta 

201717. Esta última ha sido considerada una forma de esclavitud moderna por la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU) y por la OIT, con profundas 

implicaciones para el ejercicio de las libertades más esenciales de las personas. 

 

Esta modalidad de esclavitud moderna cruza distintos tipos de desigualdades 

basadas, entre otras categorías, en el origen étnico, las condiciones socio-

económicas y el género. La explotación de la fuerza de trabajo y los cuerpos mismos 

de las personas ha adquirido una naturaleza multidimensional que la define, por 

supuesto, como una violación grave de derechos humanos que daña a las personas 

en lo individual y lo colectivo, de conformidad con el Convenio para la Represión de 

la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena (ONU, 1949); como 

un delito grave en términos de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo; ONU, 2000), y 

como un crimen de lesa humanidad de conformidad con el artículo 7, inciso g), del 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que busca que los Estados 

sancionen toda forma de esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo o 

esterilización forzada, o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 

comparable. 

 

Como otros problemas abordados con anterioridad, la explotación y esclavitud 

modernas son fenómenos que deben abordarse desde la perspectiva de género y 

de manera interseccional. Como afirma la propia OIT, “[…] las mujeres y niñas se 

                                                      
17 Organización Internacional del Trabajo, Walk Free Foundation, Organización Internacional para 
las Migraciones, Estimaciones mundiales sobre la esclavitud moderna: Trabajo forzoso y matrimonio 
forzoso, Ginebra, 2017, p. 9. Disponible en línea: https://bit.ly/30Cum1X  

https://bit.ly/30Cum1X
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ven desproporcionadamente afectadas por la esclavitud moderna, y alcanzan a 28.7 

millones, es decir que representan el 71% del total general de las víctimas”18. En 

efecto, un abrumador 99.4% de las víctimas de explotación sexual corresponde a 

mujeres y niñas, estas últimas siendo afectadas en un 21% (más de una quinta 

parte)19, lo cual refleja el mayor grado de vulnerabilidad al que están expuestas las 

mujeres que ya sufren alguna otra forma de discriminación o desigualdad. 

 

Respecto de las prácticas de prostitución forzosa o trata para fines de explotación 

sexual, la Organización Internacional de las Migraciones (OIM) expone que las 

personas que ingresan a este “mercado” lo hacen en contra de su voluntad. 

También hay casos en que, habiendo comenzado de manera voluntaria, no 

pudieron abandonar esta actividad con posterioridad o permanecieron durante un 

período prolongado de tiempo antes de poder escapar o ser liberadas20. 

 

Si bien niños y hombres también son víctimas de explotación sexual, las 

estimaciones de la OIT indican que las niñas y mujeres conforman prácticamente la 

totalidad de víctimas de los delitos vinculados a esta forma de esclavitud, con 99% 

del total de 4.8 millones de personas sujetas a dicha condición. Lo anterior indica 

que, adicionalmente a la vulnerabilidad socio-económica en que se encuentra la 

mayoría de las víctimas, su condición de sexo y género juega un papel fundamental 

en la violencia de la cual son objeto. 

 

Las historias y testimonios que relatan las organizaciones civiles que combaten el 

tráfico de personas para fines de explotación sexual, revelan el modo de operar de 

las redes de tratantes, cuyas ganancias derivadas del ejercicio de estas actividades 

ascienden a miles de millones de dólares por año. Estas redes suelen captar a niñas 

y mujeres jóvenes quienes, con la promesa de ser contratadas para desempeñar un 

trabajo bien pagado por parte de empleadores formalmente establecidos, suelen 

desplazarse de sus lugares de origen para posteriormente ser amenazadas y 

obligadas a prostituirse, sin documentos o recursos que les permitan regresar a sus 

países o con sus familias. 

 

                                                      
18 Ibíd. Pág. 10. 
19 Ibíd. Pág. 41-2. 
20 Organización Internacional del Trabajo, Walk Free Foundation, Organización Internacional para 
las Migraciones, Estimaciones mundiales sobre la esclavitud moderna: Trabajo forzoso y matrimonio 
forzoso, Op. Cit. p. 41. 
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El diagnóstico y estimaciones realizadas en nuestro país coinciden con aquellas 

aportadas por las organizaciones internacionales. De acuerdo con la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), de 2012 a 2017 se identificaron 5,245 

víctimas de alguna forma de explotación y trata de personas, de las cuales 3,308 

son mujeres y 1,086 son niñas, lo cual indica que esta población constituye del 80 

al 84 por ciento de las víctimas21. Con respecto a la clasificación etaria, se estima 

que el 73% son mujeres mayores de 18 años y el 27% corresponde a niñas, niños 

y adolescentes. De ese universo de mujeres en situación de trata, el 95% son 

víctimas de explotación sexual. 

 

Estas cifras solo se refieren a los casos que son denunciados o investigados de 

oficio por las autoridades de procuración de justicia, pero no representan ni de cerca 

los números reales de la explotación laboral, sexual o de cualquier otro tipo que 

sufren mujeres y niñas en México. De acuerdo con estimaciones de la Organización 

de las Naciones Unidas, por cada víctima de trata que se detecta, existe una cifra 

negra de 20 casos que no son identificados por las autoridades22. 

 

El Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República, por su parte, ha 

identificado que 45 de cada 100 niñas víctimas de trata de personas con fines de 

explotación sexual pertenecen a pueblos y comunidades indígenas, ubicándose las 

víctimas en la Ciudad de México, Tijuana, Acapulco, Cancún y Guadalajara, 

principalmente23. El municipio de Tenancingo, en Tlaxcala, es un ejemplo claro de 

la confluencia de factores como la misoginia aprendida por niños y hombres a 

quienes se forma en el proxenetismo, así como la violencia institucional que ejercen 

las autoridades locales que omiten perseguir y sancionar estos delitos, a pesar de 

ser hechos conocidos y difundidos ampliamente por la opinión pública. 

 

El municipio de Tenancingo ha sido identificado por la organización The Walk Free 

Foundation en su Índice Global de Esclavitud, como “el epicentro de explotación 

sexual comercial [en México] con muchas redes arraigadas en esa área”24 Estas 

redes forman parte de organizaciones transnacionales de crimen organizado, 

quienes a nivel mundial obtienen ganancias por 32,000 millones de dólares, de 

                                                      
21 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Diagnóstico sobre la situación de la trata de 
personas en México 2019, México, 2019, pp. 28, 29. 
22 Cfr. Daniela Cerva Cerna y Frida Hernández Ojeda, “Prostitución: un debate necesario ante la 
violencia sexual y feminicida en México”, Op. Cit. 
23 Ibíd. 
24 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Diagnóstico sobre la situación de la trata de 
personas en México 2019, cit. p. 159 
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acuerdo con estimaciones de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito (UNODC, por sus siglas en inglés)25. Estas cifras indican que la trata de 

personas se ha convertido ya en una de las actividades más redituables para las 

organizaciones criminales, solo después del tráfico de drogas, armas o el lavado de 

dinero. 

 

Por su naturaleza compleja, las situaciones de explotación que entraña la trata de 

personas forman parte de una cadena de delitos que suelen culminar con la muerte 

violenta de sus víctimas. El reporte Trata de personas en México 2017, de la 

organización Hispanics in Philantropy (HIP), disecciona el fenómeno de la trata de 

mujeres con fines de explotación sexual para encontrar elementos de gran 

contundencia para vincularlo con el aumento de casos de feminicidio en el país. 

Dicho informe explica que “existe una feminización en el tema de la trata de 

personas, el cual esta encasillado en la explotación sexual por los numerosos casos 

de violencias y Feminicidio”26. 

 

Diversas organizaciones de la sociedad civil han documentado que las mujeres que 

se encuentran tanto en contextos de prostitución, como en situación de trata de 

personas con fines de explotación sexual, están expuestas en mayor medida a la 

violencia feminicida, tal como lo destaca el Informe del Observatorio en contra de la 

trata de personas con fines de explotación sexual (2010) del Centro de Estudios 

Sociales y Culturales Antonio de Montesinos. 

 

Por otra parte, estudios realizados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) 

señalan que las mujeres en esa condición “son mucho más propensas a embarazos 

no deseados; lesiones vaginales, lesiones anales y lesiones en los huesos; suicidios 

o intentos de suicidio; tienen 400% mayor probabilidad de ser asesinadas y están 

expuestas en mayor medida a amenazas”27 adicionalmente, se puntualiza que 

“[h]asta el 81% de las mujeres en situación de prostitución señalan haber sido 

amenazadas: 68% con arma de fuego. [...] 73% aseguran haber sido agredidas 

físicamente, 62% afirman haber sido violadas desde el inicio en la prostitución, el 

46% señala haber sido violada más de cinco veces y el 54% dice haber sido 

golpeada en su infancia teniendo heridas como resultados”. No menos importante 

                                                      
25 Disponible en línea en: https://bit.ly/31veuh9 
26 Cfr. CIMAC Noticias, “Feminicidio en México, relacionado con trata de personas”. Disponible en 
línea en: https://bit.ly/3a3HgcE 
27 Cfr. Daniela Cerva Cerna y Frida Hernández Ojeda, “Prostitución: un debate necesario ante la 
violencia sexual y feminicida en México”, Op. Cit. 

https://bit.ly/31veuh9
https://bit.ly/3a3HgcE
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resulta el dato consistente en que el 70% de las víctimas de este tipo de explotación 

se enfrentan a enfermedades graves de salud mental, tales como depresión, 

ansiedad, baja autoestima, fobias, angustias y miedos28. 

 

Si bien no existen estadísticas o cifras claras sobre el número de feminicidios que 

ocurren en relación con la explotación sexual y la prostitución, lo que sí existe es la 

evidencia periodística monitoreada por la CNDH del 2015 al 2017 que indica que: 

 

“todas las entidades federativas reportaron… la comisión de alguno de los 

delitos en materia de trata de personas señalados en la Ley General. La 

explotación sexual es una de las más mencionadas y referidas… [Así 

también] se ubicaron notas que reportaron feminicidios ligados a casos de 

trata de personas y se ubicaron diversos artículos con testimonios de 

padres y madres de personas –en especial de mujeres- cuya desaparición 

se relacionó con trata de personas.”29 

 

Es importante señalar que la prostitución no es causa, sino consecuencia de la 

precarización y pauperización de las condiciones de vida de las mujeres, y de los 

prejuicios y estereotipos construidos en torno a sus cuerpos y su sexualidad. La 

catedrática Esther Pineda señala que el fenómeno de trata en niñas y mujeres 

reclutadas o secuestradas por las redes de explotación sexual constituye uno de las 

más graves violaciones a los derechos humanos, ya que mujeres y niñas: 

 

“son mantenidas en cautiverio en lugares que desconocen, rotadas en 

prostíbulos improvisados y clandestinos a los que se les conoce como 

‘cambio de elenco’, obligadas a recibir prostituyentes constantemente, 

generalmente en estados de inconciencia y donde una gran proporción de 

ellas mueren producto de sobredosis de sustancias psicotrópicas que son 

obligadas a consumir, pereciendo producto de la desatención, infecciones 

y enfermedades de transmisión sexual, pero también victimas del 

femicidio”30. 

 

                                                      
28 Ibíd. 
29 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Diagnóstico sobre la situación de la trata de 
personas en México 2019, Op. Cit. p. 328. 
30  
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Por estos motivos, se estima indispensable adicionar una circunstancia que 

actualice razón de género en los casos de explotación, mediante la siguiente 

propuesta: 

 

“El sujeto activo haya obligado a la víctima a realizar una actividad o 

trabajo o haya ejercido sobre ella cualquier forma de explotación.” 

 

 

Consideraciones respecto a las agravantes 

 

1. Adición de una agravante para los casos en los cuales se utilicen 

enervantes y sustancias psicotrópicas para causar la inconsciencia de 

la víctima 

 

Se han verificado también numerosos casos en los cuales se han utilizado diversas 

sustancias para causar la inconsciencia de la víctima. En la especie, el uso de 

enervantes y sustancias psicotrópicas para vencer la voluntad de la víctima es 

también un ejemplo de instrumentalización de la mujer, reducida a un cuerpo 

disponible para la satisfacción masculina. 

 

Esta conducta no constituye por sí misma una razón de género, pero coloca a la 

mujer en especial situación de vulnerabilidad. En el caso de los delitos que atentan 

contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, particularmente en los delitos 

de abuso sexual y violación, el legislador ya ha previsto agravantes para los casos 

en los cuales se suministre estupefacientes o psicotrópicos a la víctima (Art. 266 Bis 

fracción V del Código Penal Federal). 

 

Considerando este antecedente legislativo, se ha determinado viable proponer la 

siguiente redacción para establecer una agravante en el delito de feminicidio: 

 

“Las penas previstas se incrementarán hasta en una tercera parte en su 

mínimo y máximo si el delito fuere cometido previa suministración de 

estupefacientes o psicotrópicos para causar la inconsciencia de la víctima, 

en contra de su voluntad o sin su conocimiento.” 

 

2. Adición de una agravante para los casos en los cuales el sujeto activo 

sea un servidor público o prestador de servicios de seguridad privada. 
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Se considera que en los casos en los cuales el sujeto activo sea algún servidor 

público cuya función esté relacionada con la seguridad pública o la seguridad 

privada, el hecho debe sancionarse con mayor severidad. Se parte de la noción que 

quien desempeña tales labores tiene como objetivo principal la salvaguarda y 

protección de la integridad y vida de la población en general y de las mujeres en 

particular. 

 

Se estima que existe con respecto de ellos una relación de confianza creada sobre 

la expectativa de protección que conlleva el desempeño de su tarea. Esto provoca 

que las personas reduzcan su estado de alerta y estén en situación de desventaja 

y vulnerabilidad en caso que sean estos funcionarios quienes, en lugar de 

protegerles, les agredan e incluso atenten contra su vida. 

 

Esta situación ha sido recuperada en diversos tipos penales, principalmente en los 

de carácter patrimonial. Es el caso de los tipos penales relacionados con el robo de 

vehículos automotores o de sus refacciones, en los cuales se establecen agravantes 

para el caso en el cual sean estos funcionarios quienes cometan el delito. Con 

respecto al delito de feminicidio, el Caso Mariana Lima Buendía es paradigmático 

en esta consideración, pues el sujeto activo era perteneciente a una corporación de 

seguridad. 

 

Por esta razón, se ha determinado viable proponer la siguiente redacción para 

establecer una agravante en el delito de feminicidio: 

 

“La pena de prisión se aumentará hasta en una mitad si el delito es 

cometido por algún servidor público que tenga a su cargo funciones de 

prevención, persecución o sanción del delito o de ejecución de penas, o por 

algún prestador de servicios de seguridad privada.” 

 

Con respecto a la agravante establecida en el Código Penal Federal respecto a los 

actos de las autoridades que retarden o entorpezcan las investigaciones, se 

considera indispensable que prevalezca en el tipo penal homologado. Los 

estándares de derecho internacional establecidos en la sentencia de la CIDH del 

“Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México”, afirman que la 

investigación tiene alcances adicionales cuando la víctima es una mujer que ha 

sufrido una muerte violenta en un contexto de violencia generalizada en contra de 

mujeres. 
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Consideraciones respecto a la reclasificación del delito. 

 

En la propuesta planteada se propone la derogación del quinto párrafo del artículo 

325 vigente en el Código Penal Federal. Se considera que como tal artículo fue 

legislado previo a la plena entrada en vigor del nuevo Sistema de Justicia Penal y 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, se estimó necesario señalar que 

cuando no se acreditara el delito de feminicidio, se aplicarán las reglas del 

homicidio. 

 

Esta medida ya está superada, toda vez que el artículo 398 del CNPP 

“Reclasificación jurídica”, establece que el MP puede plantear tanto en la apertura 

como en la clausura del juicio oral el delito invocado en el escrito de acusación. En 

ese caso se suspende el debate para ofrecer nuevas pruebas o preparar la 

intervención. 

 

Como lo señaló el Magistrado Miguel Ángel Aguilar López, esta propuesta está 

estrechamente vinculada con la implementación de la perspectiva de género para 

todas las autoridades, de forma que los delitos relacionados con homicidios de 

mujeres puedan investigarse con tal perspectiva y, en caso de que no se actualicen 

los supuestos jurídicos, los Ministerios Públicos conozcan la norma que permita su 

reclasificación. 

 

Consideraciones con respecto a la sanción. 

 

Una de los principales causas de disparidad entre los tipos penales de las entidades 

federativas es la diferencia entre las penas privativas de la libertad que imponen, 

así como las sanciones pecuniarias que contemplan. Existen estados que 

contemplan penas de prisión de hasta 70 años, mientras hay estados como 

Campeche, en cuyo Artículo 160 del Código Penal local no establece ninguna 

sanción privativa de libertad ni multa. Éste prevé que el delito de feminicidio se 

sancionará conforme a los dispuesto por la Ley General de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre e Violencia (LGAMVLV). 

 

A continuación se presenta un cuadro comparativo de las penas de prisión previstas 

en los distintos tipos penales de las entidades federativas: 
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UMBRAL PUNITIVO ENTIDADES 

20 a 50 años 
Baja California, Coahuila, Ciudad de México, Michoacán, 

San Luis Potosí, Querétaro, Zacatecas 

22 a 50 años Sinaloa 

25 a 50 años Hidalgo, Quintana Roo 

30 a 40 años Yucatán 

30 a 50 años Nayarit 

30 a 60 años Baja California Sur, Chihuahua, Guanajuato, Sonora. 

30 a 70 años Tlaxcala 

35 a 50 años Colima 

40 a 50 años Tamaulipas 

40 a 60 años 
Aguascalientes, Chiapas, Durango, Nuevo León, Puebla, 

Guerrero, Tabasco y Tipo Penal Federal. 

40 a 70 años Estado de México, Morelos, Veracruz, Jalisco. 

50 a 60 años Oaxaca 

 

Tomando en cuenta el principio de proporcionalidad de la pena, establecido en el 

artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se sugiere 

adoptar el umbral punitivo de 40 a 60 años, o bien, un umbral punitivo que 

establezca la posibilidad de mediar adecuadamente la pena de acuerdo con la 

gravedad de las conductas que revistan la comisión del delito. La pena mínima del 

tipo penal federal se estableció en 40 años considerando que en aquel momento 

era la pena máxima prevista para el delito de homicidio. 

 

Es de destacarse que, en su participación, la Dra. Patricia Olamendi señaló que las 

sanciones de los tipos penales de feminicidio son diferentes en cada uno de los 

Estados. Sin embargo, la mayoría de las entidades han impuesto una alta pena para 

el delito de feminicidio y que el problema principal, es la clasificación del delito que 

se hace en las Fiscalías, pues en algunos casos el feminicidio en grado de tentativa 

es encuadrado en violencia familiar o el tipo penal de homicidio en razón de 

parentesco. 

 

Ahora bien, en cuanto a la sanción pecuniaria, en 6 entidades federativas no se 

encuentra prevista la multa, a saber, Chihuahua, Coahuila, Ciudad de México, 

Michoacán, Morelos, Sinaloa y Veracruz. En el resto, los montos de multa son muy 

dispares. Aunado a ello, en algunas entidades la multa equivale a la UMA y en otras 

a la percepción neta diaria del sentenciado  
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MONTO DE LA 

UMA 

ENTIDADES 

80 a 4320 días Durango 

200 a 500 días Baja California 

200 a 375 días Zacatecas 

300 a 700 días Guanajuato 

500 a 1000 días 

Aguascalientes, Campeche, Guerrero, Jalisco, Nayarit, 

Oaxaca, Sonora, Tabasco, Tamaulipas y Tipo Penal 

Federal. 

1000 a 1500 días Colima 

1500 a 3000 días Quintana Roo 

2000 a 5000 días San Luis Potosí 

4000 a 8000 días Nuevo León 

 

Al igual que en los casos de las sanciones privativas de la libertad, se estima que 

debe establecerse un marco que permita al juez determinar la sanción conforme 

con las circunstancias especiales del caso. 

 

Del “Grupo de Trabajo para el análisis del delito de feminicidio” 

 

La Cámara de Diputados en coordinación con la Fiscalía General de la República 

plantearon la constitución del “Grupo de Trabajo para el análisis del delito de 

feminicidio”, el cual se instaló el 21 de febrero del 2020 con la presencia de la 

Diputada Laura Angélica Rojas Hernández, Presidenta de la Mesa Directiva de la 

Cámara de Diputados, y del Dr. Alejandro Gertz Manero, Fiscal General de la 

República. 

 

Como parte de los acuerdos planteados por el Grupo de Trabajo, se asumió el 

compromiso de plantear una propuesta de tipo penal homologado que sea aplicable 

en todos los estados de la República. Para lograr ese objetivo se planteó lo 

siguiente: 

 

 Realizar un Foro Nacional para recibir retroalimentación desde diversas 

perspectivas acerca de los problemas del fenómeno delictivo del feminicidio, 

en general, y del tipo penal, en particular. 
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 Presentar un estudio elaborado por la Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito, relativo al tipo penal del delito de feminicidio. 

 Realizar reuniones con Titulares de Fiscalías Generales de Justicia de las 

entidades federativas para conocer las principales problemáticas en el orden 

estatal para la persecución, investigación y sanción del delito de feminicidio. 

 

Esta ruta de trabajo se planteó con el fin de recuperar la mayor cantidad de 

elementos posibles para conocer a fondo la problemática del delito de feminicidio. 

En ese sentido y, con el objetivo de recuperar la visión de distintas instituciones, 

especialistas, académicas y representantes de la sociedad civil, los días 15 y 22 de 

abril se llevó a cabo el Foro Nacional “El combate al feminicidio a 8 años de su 

incorporación en el Sistema de Justicia: Experiencias y Desafíos”31. 

 

El 22 de abril, con la presencia del Dr. Antonino de Leo, Representante en México 

de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), se 

presentó el estudio “Aportes para la delimitación del Tipo Penal del Delito de 

Feminicidio en México. Escala Nacional y Estatal”32. El estudio contiene un 

análisis general del tipo penal del delito de feminicidio vigente a nivel federal y en 

las entidades federativas, cuyas aportaciones constituyen uno de los insumos más 

valiosos con los cuales se cuenta para estructurar una propuesta general replicable 

en todos los estados de la República. 

 

Finalmente, se celebraron reuniones virtuales con las y los Titulares de las Fiscalías 

Generales de Justicia de los estados de: Sinaloa, Durango, Oaxaca, Estado de 

México, Puebla, Aguascalientes y Querétaro33. Las conclusiones derivadas de estos 

ejercicios de retroalimentación constituyen el acervo con el cual se enriqueció la 

discusión hacia la conformación de una propuesta nacional de Tipo Penal 

Homologado del Delito de Feminicidio. 

 

Para una mejor clarificación de las propuestas de modificación, se presenta el 

siguiente cuadro comparativo entre el texto vigente del Código Penal Federal, y el 

contenido de la iniciativa. 

 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 

                                                      
31 Las principales conclusiones y comentarios recuperados en el Foro pueden consultarse en el 
Anexo 1 
32 Anexo 2 
33 Anexo 3 
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TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE LA INICIATIVA 

Artículo 325. Comete el delito de 

feminicidio quien prive de la vida a una 

mujer por razones de género. Se 

considera que existen razones de 

género cuando concurra alguna de las 

siguientes circunstancias: 

 

Sin correlativo. 

 

 

 

I. La víctima presente signos de 

violencia sexual de cualquier 

tipo; 

 

II. A la víctima se le hayan infligido 

lesiones o mutilaciones 

infamantes o degradantes, 

previas o posteriores a la 

privación de la vida o actos de 

necrofilia; 

 

III. Existan antecedentes o datos de 

cualquier tipo de violencia en el 

ámbito familiar, laboral o escolar, 

del sujeto activo en contra de la 

víctima; 

 

 

IV. Haya existido entre el activo y la 

víctima una relación sentimental, 

afectiva o de confianza; 

 

 

 

 

Artículo 325. Comete el delito de 

feminicidio quien prive de la vida a una 

mujer por una razón de género. 

 

 

 

 

 

Se considera que existe una razón de 

género cuando concurra cualquiera de 

las siguientes circunstancias: 

 

I. ... 

 

 

 

II. ... 

 

 

 

 

 

 

III. Existan antecedentes o datos 

de cualquier tipo de violencia 

en el ámbito familiar, laboral, 

comunitario, político o 

escolar, del sujeto activo en 

contra de la víctima; 

 

IV. Haya existido entre el sujeto 

activo y la víctima parentesco 

por consanguinidad o 

afinidad o una relación 

sentimental, afectiva, 

laboral, docente, de 
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V. Existan datos que establezcan 

que hubo amenazas 

relacionadas con el hecho 

delictuoso, acoso o lesiones del 

sujeto activo en contra de la 

víctima; 

 

 

VI. La víctima haya sido 

incomunicada, cualquiera que 

sea el tiempo previo a la 

privación de la vida; 

 

VII. El cuerpo de la víctima sea 

expuesto o exhibido en un lugar 

público.  

 

 

Sin correlativo. 

 

 

 

 

 

 

A quien cometa el delito de feminicidio 

se le impondrán de cuarenta a sesenta 

años de prisión y de quinientos a mil 

días multa.  

 

Además de las sanciones descritas en 

el presente artículo, el sujeto activo 

perderá todos los derechos con relación 

confianza o alguna otra que 

evidencia desigualdad o 

abuso de poder entre el 

agresor y la víctima; 

 

V. Existan datos que 

establezcan que hubo 

amenazas directas o 

indirectas relacionadas con 

el hecho delictuoso, acoso o 

lesiones del sujeto activo en 

contra de la víctima; 

 

VI. ... 

 

 

 

 

VII. El cuerpo de la víctima sea 

expuesto, arrojado, 

depositado o exhibido en un 

lugar público; o 

 

VIII. El sujeto activo haya 

obligado a la víctima a 

realizar una actividad o 

trabajo o haya ejercido 

sobre ella cualquier forma 

de explotación. 

 

.... 

 

 

 

 

.... 
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a la víctima, incluidos los de carácter 

sucesorio.  

 

En caso de que no se acredite el 

feminicidio, se aplicarán las reglas del 

homicidio.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Al servidor público que retarde o 

entorpezca maliciosamente o por 

negligencia la procuración o 

administración de justicia se le 

impondrá pena de prisión de tres a ocho 

años y de quinientos a mil quinientos 

días multa, además será destituido e 

inhabilitado de tres a diez años para 

desempeñar otro empleo, cargo o 

comisión públicos. 

 

 

 

 

Las penas previstas se 

incrementarán hasta en una tercera 

parte, con excepción del límite 

máximo en términos del artículo 25 

de este Código si el delito fuere 

cometido previa suministración de 

estupefacientes o psicotrópicos para 

causar la inconsciencia de la víctima. 

 

La pena de prisión se aumentará 

hasta en una mitad con excepción 

del límite máximo en términos del 

artículo 25 de este Código, si el delito 

es cometido por algún servidor 

público que tenga a su cargo 

funciones de prevención, 

persecución o sanción del delito o de 

ejecución de penas, o por algún 

prestador de servicios de seguridad 

privada. 

 

Al servidor público que retarde o 

entorpezca maliciosamente o por 

negligencia la procuración o 

administración de justicia se le 

impondrá pena de prisión de tres a ocho 

años y de quinientos a mil quinientos 

días multa. Además, será destituido e 

inhabilitado de tres a diez años para 

desempeñar otro empleo, cargo o 

comisión públicos. 

 

Por lo anteriormente expuesto, presento a esta soberanía la Iniciativa con Proyecto 

de Decreto por el que se reforma el artículo 325 del Código Penal Federal. 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 325 

DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 131 DEL 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EN MATERIA DEL 

DELITO DE FEMINICIDIO. 

 

Artículo Primero. Se reforman el primer párrafo, las fracciones III, IV, V, y VII; se 

adicionan la fracción VIII, los párrafos quinto y sexto, recorriéndose el subsecuente 

y se deroga el cuarto párrafo del artículo 325 del Código Penal Federal, para quedar 

como sigue:  

 

Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por 

una razón de género. 

 

Se considera que existe una razón de género cuando concurra cualquiera de 

las siguientes circunstancias: 

 

I. y II. ... 

 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, 

laboral, comunitario, político o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

 

IV. Haya existido entre el sujeto activo y la víctima parentesco por 

consanguinidad o afinidad o una relación sentimental, afectiva, laboral, 

docente, de confianza o alguna otra que evidencia desigualdad o abuso de 

poder entre el agresor y la víctima; 

 

V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas directas o indirectas 

relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra 

de la víctima; 

 

VI. ... 

 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, arrojado, depositado o exhibido en un 

lugar público; o 
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VIII. El sujeto activo haya obligado a la víctima a realizar una actividad o 

trabajo o haya ejercido sobre ella cualquier forma de explotación. 

 

... 

 

... 

 

Las penas previstas se incrementarán hasta en una tercera parte, con 

excepción del límite máximo en términos del artículo 25 de este Código, si el 

delito fuere cometido previa suministración de estupefacientes o 

psicotrópicos para causar la inconsciencia de la víctima. También cuando la 

víctima sea menor de edad. 

 

La pena de prisión se aumentará hasta en una mitad con excepción del límite 

máximo en términos del artículo 25 de este Código, si el delito es cometido 

por algún servidor público que tenga a su cargo funciones de prevención, 

persecución o sanción del delito o de ejecución de penas, o por algún 

prestador de servicios de seguridad privada. 

 

… 

 

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XXIV al artículo 131 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, recorriéndose la subsecuente, para quedar 

como sigue: 

 

Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público 

… 

 

I. a XXII. … 

 

XXII. Actuar en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución; 

 

XXIV. En la investigación de todos los hechos por los que se prive de la vida 

con violencia a una mujer, estará obligado a constatar si existe alguna de las 
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razones de género establecidas en el delito de feminicidio, previsto en el 

artículo 325 del Código Penal Federal y que, en su caso, éste se aplique, y 

 

XXV. Las demás que señale este Código y otras disposiciones aplicables. 

 

Transitorio. 

 

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación.  

 

 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo de 2021. 
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